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concedido al efecto por el órgano competente al recordar 
por escrito la obligación o reiterar el requerimiento. 

20. Ofrecer instrumentos de captación sin que tengan las 
características que se les atribuyen en la oferta. 

21. El incumplimiento del deber de veracidad informativa debida 
a sus accionistas y al público en general, publicidad 
engañosa, así como el incumplimiento del deber de 
confidencialidad sobre los datos recibidos del Sistema de 
Información Central de Riesgos, su uso para fines 
diferentes de los previstos en el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, o la solicitud de informes 
sobre personas titulares de riesgos fuera de los casos 
expresamente autorizados en este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley. 

Suministro de información 
Artículo 203. Las instituciones públicas y privadas que no 
suministren a la Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario de forma oportuna la información a que se 
refieren Jos artículos 88 y 89 del presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, serán sancionadas con multa entre el 
cero coma dos por ciento (0,2%) y el uno por ciento (1%) de 
su capital social. 

Uso y aprovechamiento de las 
denominaciones y operaciones 

de intermediación financiera 
Artículo 204. La Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario está obligada a disponer la intervención y cierre 
de la act1v1dad, y locales s1 los hubiere, de las perso1 as 
naturales o Jurídicas que incumplan los artículos S y 93 del 
presente Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, sin 
periu1c10 de las acciones civiles y penales a que hubiere lugar. 

Se incluyen como infractores o infractoras de los artículos s y 
93 del presente Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley las 
personas naturales o jurídicas que ofrecen a través de me

1

dios 
escritos o electrónicos, asesorías o intermediaciones como 
mecanismos para la obtención de productos financieros como 
tarjetas de crédito, aprobación de créditos y otros. A 1ds fines 
establecidos en este articulo las Notarias y las distintas oficinas 
de Registros Subalternos, Mercantiles y de la Propiedad 
Industrial, se abstendrán de autenticar o registrar cualquiec 
nombre, marca, lema comercial o logotipo que contenga alguna 
de las expresiones señaladas en el artículo 93 de este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, salvo que la solicitud 
provenga de alguna de las instituciones debidamente 
autorizadas por la Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario. 

Infracciones de los auditores 
. ' . peritos avaluadores y calificadoras de riesgo 

Articulo 205. Los auditores externos, los peritos avaluadores 0 
las calificadoras de nesgo, así como cualquier otra persona 
natural o 1urid1ca identificada en el articulo 85 del presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, que infrinjan las 
obligaciones por este Decreto con Rango, Valor 
Fuerza de Ley, seran sancionados con multa de hasta el 
cincuenta por ciento (50%) de los honorarios profesionales 
pactados cobrados o por cobrar a la respectiva institución del 
sector bancario. 

En caso de re1ncidenc1a en las infracciones, la Superintendencia 
de las lnst1tuc1ones del Sector Bancario excluirá al infractor por 
un lapso de hasta diez ( 10) años del registro a que se refiere el 
articulo 85 de este Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
independientemente de las sanciones civiles y penales a que 
hubiere lugar, conforme las disposiciones del presente Decreto 
con Rango. Valor y Fuerza de Ley. 

Sanciones a las otras instituciones 
no bancarias 

Artículo 206. personas naturales y Jurídicas señaladas en 
el artículo 15 del presente Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley, que 1nfrin1an las disposiciones previstas en este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, o en las normas prudenciales 
emitidas por la Superintendencia de las Instituciones del Sector 
Bancario que les sean aplicables, serán sancionadas con multa 
desde el uno por ciento (1%) hasta el tres por ciento (3%) de 
su capital social. 

Sanciones a los representantes de 
instituciones bancarias del exterior en el país 

Artículo 207. Los representantes de instituciones bancarias 
del exterior que infrinjan las disposiciones previstas en este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, o las disposiciones 
que dicte la Superintendencia de las Instituciones del Sector 
Bancario serán sancionados con amonestación escrita. Er caso 
de faltas graves o de reincidencia en las infracciones, la 
Superintendenoa de las Instituciones del Sector Bancario 
procederá a revocar la autorización de funcionamiento. 

Falta de pago del aporte al fondo de 
protección social de los depósitos bancarios 

Artículo 208. Las instituciones bancarias obligadas al pago del 
aporte conforme a lo establecido en el artículo 121 del presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, serán sancionados 
con multa de hasta el cuarenta por ciento (40%) del monto de 
los aportes que no efectuasen oportunamente. 

Responsabilidad personal por falta de pago del 
aporte al fondo de protección 

social de los depósitos bancarios 
Artículo 209. La junta directiva de las instituciones bancarias 
obligadas al pago del aporte conforme a lo establecido en el 
artículo 121 del presente Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, así como el director o directora, administrador o 
administradora, o gerente a quienes en razón de sus 
atribuciones les corresponda ordenar o tramitar los aportes al 
Fondo de Protección Social de los Depósitos Bancarios, que no 
lo hicieren, serán sancionados o sancionadas con multa de 
hasta el diez por ciento (10%) del ingreso anual total percibido 
en el año inmediato anterior por concepto de remuneración 
correspondiente a la posición o cargo de la persona que debió 
ordenar o tramitar los aportes. En caso que el infractor o 
infractora no hubiere percibido remuneración alguna en el año 
anterior, la multa será equivalente a setecientas unidades 
tributarias (700 U.T.). 

Sanciones a las personas naturales 
responsables de las infracciones 

Artículo 210. La Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario impondrá multa, entre diez por ciento (10%) y 
cincuenta por ciento (50%) del ingreso anual total percibido en 
el año inmediato anterior a las personas naturales señaladas en 
el artículo 185 del presente Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley e instituciones del sector bancario que infrinjan las 
limitaciones y prohibiciones previstas en este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, la normativa que emita el Banco 
Central de Venezuela o la normativa prudencial de la 
Superintendencia de las Instituciones del Sector Bancario. 

Capítulo III 
Sanciones Penales 

Valor probatorio 
Artículo 211. Cuando de las diligencias que practique la 
Superintendencia de las Instituciones del Sector Bancario, en 
los procedimientos de su competencia, se pueda presumir la 
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comisión de alguna infracción contemplada en el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, que afecte la 
solvencia patrimonial, se notificará inmediatamente al Ministerio 
Público, a fin que se proceda a iniciar la averiguaáón 
correspondiente; sin perjuicio de las sanciones administrativas 
que pueda imponer la Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario. 

Los elementos que en el ejercicio de sus funciones recabe la 
Superintendencia de las Instituciones del Secto( Bancario 
incluida la prueba testimonial, tendrán el valor probatorio que I~ 
atribuyan las Leyes adjetivas, mientras no sean desvirtuadas en 
el. debate judicial. Sin embargo, el tribunal competente, de 
of1c10 o a instancia de alguna de las partes, examinará 
nuevamente a los testigos que hayan declarado ante la 
Superintendencia de las Instituciones del Sector Bancario. En 
cas~ de. qu~, pedida la ratificación judicial de la prueba 
testu~ornal, esta no fuere hecha, dicha prueba podrá ser 
apreciada, en conjunto, como indicio. 

Captación indebida 
Artículo 212. Serán sancionados con prisión de ocho a doce 
años, quienes sin estar autorizados, practiquen la 
intermediación. financiera, la actividad cambiaria, capten 
recursos del publico de manera habitual, o realicen cualesquiera 
de las actividades expresamente reservadas a las instituciones 
sometidas al control de la Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario. 

Apropiación indebida de créditos 
Artículo 213. Las personas naturales identificadas en el 
artículo 185 del presente Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, de una institución regulada por el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, que aprueben créditos de 
cualquier clase en contravención a lo previsto en los artículos 
95, 96, 97, 98, 99 y 100 del presente Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley, en perjuicio de la institución del sector 
bancario de que se trate, serán penados con prisión de diez a 
quince años, y con multa igual al cien por ciento {100%) del 
monto del crédito aprobado. En el caso de aprobación de 

créditos, se exceptúan las operaciones interbancarias a que se 
refiere el artículo 92 de este Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley. 

Co~ .la misma pena serán castigados las personas naturales o 
1und1cas, a sabiendas de las limitaciones señaladas en el 
encabe~ado de este artículo, reciban los créditos aquí previstos 
en detrimento de la institución del sector bancario. 

Apropiación o distracción de recursos, 
información falsa para 

. realizar operaciones bancarias 
Articulo 214. Las personas naturales señaladas en el artículo 
185 del presente Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Le','. 
que se apropien o distraigan en provecho propio o de u~ 
tercero los recursos de las Instituciones del Sector Bancario 
regulados por el presente Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, cuyo depósito, recaudación, administración o custodia 
tengan por razón de su cargo o funciones, serán penados con 
p_risión de diez (10) a quince (15) años, y con multa igual al 
c1.en por ciento (100%) del mon~o total de lo apropiado o 
d1stra1do. Con la misma pena sera sancionado el tercero que 
haya obtenido el provecho con ocasión de la acción ilícita 
descrita en la presente norma. Quienes con la intención de 
defraudar a una institución del sector bancario y a los efectos 
de celebrar operaciones bancarias, financieras, crediticias o 
cambiarias, presenten, entreguen o suscriban, balances 
estados financieros y en general, documentos o recaudos d~ 
cualquier clase que resulten ser falsos, adulterados o forjados o 
que contengan información o datos que no reflejan 

razonablemente su verdadera situación financiera, seran 
penados con prisión de diez (10) a quince (15) años y con 
multa igual al cien por ciento (100%) del monto total distraído. 

Con la misma pena serán castigadas, las personas naturales 
señaladas el artículo 185 del presente Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley, de las instituciones sometidas al control de la 
Superintendencia de las Instituciones del Sector Bancario, que 
conociendo la falsedad de los documentos o recaudos antes 
mencionados aprueben las referidas operaciones. 

Información financiera falsa 
Artículo 215. Quien elabore, suscriba, autorice, certifique, 
presente o publique cualquier clase de información, balance o 
estado financiero que no refleje razonablemente la verdadera 
solvencia, liquidez o solidez económica o financiera de las 
personas sometidas al control de la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario, será castigado con prisión de 
ocho a diez años. 

En caso de que, con base en dicha información la institución del 
sector bancario, realice el reparto o el pago de dividendos, la 
sanción se aumentará en un tercio (1/3) de la misma. 

Se aumentará en dos tercios (2/3) la pena prevista en el 
encabezado de este artículo, cuando se omitiere la medida de 
suspensión del reparto o el pago de dividendos, dictada por 
parte de cualquier organismo supervisor. 

Simulación de reposición de capital 
Artículo 216. Los socios y los miembros de las juntas 
directivas de las instituciones del sector bancario, que realicen 
el aumento del capital social de dichos entes mediante 
suscripción simulada o recíproca de acciones, aún cuando sea 
por personas interpuestas, serán penados con prisión de diez 
(10) a (15) quince años sin perjuicio de las acciones civiles a 
que haya lugar. 

Incumplimiento de los auditores externos 
Artículo 217. Los auditores externos que suscriban, 
certifiquen, adulteren, falsifiquen o suministren un dictamen 
que no refleja la verdadera solvencia, liquidez o solidez 
económica de las instituciones del sector bancario en virtud del 
presente Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, serán 
penados con prisión de diez (10) a {15) quince años sin 
perjuicio de las acciones civiles a que haya lugar. 

Se aumentará en dos tercios (2/3) la pena prevista en el 
encabezado de este artículo, cuando la persona que incurra en 
la conducta indicada en el encabezamiento de este artículo, no 
se encuentre inscrito en el registro de contadores públicos que 

lleva la Superintendencia de las Instituciones del Sector 
Bancario. 

Incumplimiento de los peritos avaluadores 
Artículo 218. Los peritos avaluadores que suscriban, 
certifiquen o suministren dictamen en conocimiento de que ello 
no refleja el valor razonable de realización o de mercado de los 
bienes, serán penados con prisión de ocho (8) a ( 10) diez años 
sin perjuicio de las acciones civiles a que haya lugar. 

Oferta engañosa 
Artículo 219. Las personas naturales identificadas en el 
artículo 185 del presente Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, o empleados, que participen en cualquier acto de las 
instituciones del sector bancario que conduzca a la oferta 
engañosa a que se refiere el numeral 20 del artículo 202 de 
este Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, serán penados 
con prisión de ocho (8) a (10) diez años, más multa igual al 
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ciento por ciento (100%) del monto de los instrumentos de 
captación y de los recursos captados. 

Información falsa en el fideicomiso 
Artículo 220. Las personas naturales enumeradas en el 
artículo 185 de este Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
o empleados, del ente fiduciario que falsearen datos o efectúen 
declaraciones falsas, en conocimiento de dicha falsedad, sobre 
los beneficios del fondo fiduciario sorprendiendo la buena fe de 
terceros, induciéndoles a suscribir el contrato de fideicomiso, 
serán penados con prisión de ocho (8) a diez (10) años. 

Contravenciones contractuales 
Artículo 221. Las personas naturales señaladas en el artículo 
185 del presente Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, o 
los empleados de la institución del sector bancario que 
incumplan con las estiP,ulaciones contenidas en el contrato de 
fideicomiso, mandato, comisión u otro encargo de confianza 
produciéndole al beneficiario o fideicomitente, mandante o 
comisionante un perjuicio o daño irreparable en su patrimonio 
serán castigados con prisión de diez (10) a quince (15) años. 

Se aumentará la pena prevista en este artículo en un tercio 
(1/3), cuando la institución del sector bancario utilice los fondos 
del fideicomiso, mandato, comisión u otro encargo de 
confianza, para fines contrarios a los previstos en las Leyes, o a 
las instrucciones o medidas dictadas por la Superintendencia de 
las Instituciones del Sector Bancario, aún cuando las mismas 
estén autorizadas por el usuario o contenidas en el respectivo 
contrato. 

Revelación de información 
Artículo 222. Las personas naturales identificadas en el 
artículo 185 de este Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
o los empleados de la institución del sector bancario, que en 
beneficio propio o de un tercero utilicen, modifiquen, revelen, 
difundan, destruyan, alteren o inutilicen datos reservados de 
carácter confidencial que se hallen registrados en medios 
escritos, magnéticos o electrónicos, serán penados con prisión 
de ocho (8) a diez (10) años. 

Difusión de información privilegiada 
Artículo 223. Los funcionarios públicos o funcionarias públicas 
o empleados públicos o empleadas públicas, las autoridades 
judiciales y cualquier otra persona que directa o indirectamente, 
revele, divulgue o haga uso personal e indebido, a través de 
cualquier medio o forma, de la información confidencial que por 
razones de su cargo proporcionen a terceros independientes 
que afecte o pueda afectar su posición competitiva, serán 
penados con prisión de seis (6) meses a seis (6) años. En caso 
de que, dicha divulgación la realice un funcionario o funcionaria 
o empleado o empleada de la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario, sin estar autorizado para ello, 
dicha sanción se aumentará en un tercio (1/3) de la misma. 

Fraude electrónico 
Artículo 224. Quien a través de la manipulación informática o 
mecanismo similar, con ánimo de lucro, efectúe una 
transferencia o encomienda electrónica de bienes no 
consentida, en perjuicio de la institución del sector bancario o 
de un usuario o usuaria, será penado con prisión de ocho (8) a 
diez (10) años. 

Con la misma pena serán castigados las personas naturales 
identificadas en el artículo 185 del presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, o los empleados de la institución del 
sector bancario, que colaboren en la comisión de las 
transferencias antes mencionadas. 

Apropiación de información 
por medios electrónicos 

Artículo 225. Quien utilice los medios informáticos o 
mecanismo similar, para apoderarse, manipular o alterar 
papeles, cartas, mensajes de correo electrónico o cualquier otro 
documento que repose en los archivos electrónicos de una 
institución del sector bancario, perjudicando el funcionamiento 
de las instituciones regidas por el presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, o a sus usuarios, será penado con prisión 
de ocho (8) a diez (10) años. 

Difusión de información falsa 
Artículo 226. Las personas naturales, actuando por si mismas, 
o en nombre de una persona jurídica, que utilizando los medios 
de comunicación social, difundan noticias falsas, tendenciosas, 
o no confirmadas en fuente oficial competente por la materia o 
empleen otros medios, que puedan afectar o causar 
distorsiones en una institución del sector bancario o afectar las 
condiciones económicas del país, serán penados con prisión de 
nueve a once años. 

Cierre indebido de oficinas e 
interrupción de servicio al público 

Artículo 227. Las personas naturales, identificadas en el 
artículo 185 del presente Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, de las instituciones del sector bancario que ordenen el 
cierre de las sucursales, agencias u oficinas o interrumpan total 
o parcialmente el servicio al público prestado por dicha 
institución en los horarios establecidos para ello sin autorización 
previa de la Superintendencia de las Instituciones del Sector 
Bancario, con excepción de lo señalado en el artículo 67 del 
presente Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, serán 
penados con prisión de seis (6) a diez (10) años; sin perjuicio 
de las acciones civiles de los afectados. 

Pena accesoria 
Artículo 228. Las personas condenadas mediante sentencia 
definitivamente firme, por delitos castigados de conformidad 
con el presente Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
quedarán inhabilitadas para el desempeño de cualquier posición 
o función en instituciones públicas o privadas del Sistema 
Financiero Nacional, por un lapso de quince (15) años, 
contados a partir de la fecha del cumplimiento de la condena 
correspondiente. 

Falso testimonio 
Artículo 229. Las personas que en el curso de un 
procedimiento instruido por la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario incurran en falso testimonio, 
serán castigados conforme a lo previsto en el Código Penal para 
los delitos contra la Administración de Justicia. 

Capítulo IV 
De los recursos y del procedimiento administrativo en 

materia bancaria 

Sección I 
De los recursos 

Recurso administrativo 
Artículo 230. Contra las decisiones del Superintendente o 
Superintendenta de las Instituciones del Sector Bancario sólo 
cabe ejercer, en vía administrativa, el recurso de 
reconsideración. 

En todo caso, para acudir a la vía contencioso administrativa no 
es necesario interponer el recurso de reconsideración. 
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Recurso contencioso 
Artículo 231. Las decisiones del Superintendente o 
Superintendenta de las Instituciones del Sector Bancario serán 
recurribles por ante los Juzgados Nacionales de la Jurisdicción 
Contenciosa Administrativa de la Región capital, dentro de los 
cuarenta y cinco (45) días continuos siguientes a la notificación 
de la decisión del Superintendente o Superintendenta de las 
Instituciones del Sector Bancario o de aquella mediante la cual 
se resuelva el recurso de reconsideración, si éste fuere 
interpuesto. 

En aquellos casos en los cuales hayan sido impuestas medidas 
por parte de la Superintendencia de las Instituciones del Sector 
Bancario de las previstas en el artículo 185 del presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, no será posible el 
otorgamiento de medidas cautelares de suspensión de efectos 
del acto recurrido, en virtud que las mismas son impuestas a 
los fines de salvaguardar la solidez del sector bancario o del 
sistema financiero y los intereses del público depositante en 
general. 

En los supuestos no contemplados en el aparte anterior, el 
órgano jurisdiccional competente, podrá suspender los efectos 
cuando exista presunción grave de la ilegalidad del acto 
administrativo y de la existencia del buen derecho alegado por 
el solicitante y la suspensión sea indispensable para evitar 
perjuicios irreparables o de diñcil reparación en la definitiva; 
siempre y cuando se exija previamente al solicitante prestar 
caución suficiente para garantizar las resultas de la querella. En 
el caso de interposición de recursos de nulidad incoados por los 
sujetos sometidos al control de la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario, contra un acto administrativo 
mediante el cual dicho ente regulador impuso una sanción 
pecuniaria, deben presentar ante el Órgano Jurisdiccional 
competente conjuntamente con la querella del recurso, una 
caución o fianza suficiente para garantizar el pago de dicha 
multa, otorgada por una institución bancaria distinta a la 
recurrente o empresa de seguro. 

Silencio administrativo negativo 
Artículo 232. En los casos en que la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario no resolviere un asunto o 
solicitud dentro de los lapsos correspondientes, se considerará 
que ha resuelto negativamente. 

Asimismo, en aquellas peticiones o solicitudes de naturaleza 
administrativa y que no requieran sustanciación efectuada por 
las instituciones regidas por el presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, en las cuales no exista disposición 
expresa que determine lapsos para ello, la misma deberá ser 
resuelta dentro de los veinte (20) días hábiles siguientes a su 
presentación, en caso que la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario no se pronuncie en dicho 
plazo se considerará resuelto negativamente. 

Esta disposición no relevará de las responsabilidades que le 
sean imputables al ente de regulación, representantes o 
funcionarios por la omisión o la demora, salvo que se 
demostrara las razones por las cuales se incurrió en la omisión 
o la demora. 

Sección II 
Del procedimiento administrativo en materia bancaria 

Medidas provisionales 
Artículo 233. La Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario, durante la sustanciación del procedimiento 
administrativo, podrá adoptar provisionalmente las medidas 
administrativas establecidas en este Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley, necesarias y adecuadas para asegurar la eficacia 

de la resolución definitiva, si existieren elementos de juicio 
suficientes para ello. 

Las medidas provisionales podrán ser modificadas o revocadas 
durante la tramitación del procedimiento, de oficio o a instancia 
del interesado, cuando hayan cambiado las circunstancias que 
justificaron su adopción. 

Notificación 
Artículo 234. Los actos administrativos de cualquier 
naturaleza emanados de la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario, salvo los publicados en la 
Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela, serán 
consignados en la sede principal de las instituciones del sector 
bancario o en el domicilio fiscal de las personas naturales de 
que se trata y surtirá plenos efectos una vez que conste la 
señal de recepción por el ente involucrado o la parte 
interesada. 

Notificación v lapsos 
Artículo 235. Una vez iniciado el procedimiento administrativo, 
se notificará a la institución del sector bancario involucrada o a 
la persona natural interesada conforme a las previsiones 
establecidas en la Ley de la materia de procedimientos 
administrativos. 

Dentro de los ocho (8) días hábiles siguientes a la notificación, 
la persona interesada o la institución del sector bancario 
involucrada podrán presentar sus alegatos y argumentos. 

La Superintendencia de las Instituciones del Sector Bancario 
resolverá el procedimiento dentro de los cuarenta y cinco (45) 
días continuos siguientes al vencimiento del plazo previsto para 
la presentación del escrito de descargos. 

Lapsos del recurso de reconsideración 
Artículo 236. El recurso de reconsideración, podrá ser 
interpuesto dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a la 
notificación o publicación de la resolución. 

La Superintendencia de las Instituciones del Sector Bancario 
resolverá el recurso de reconsideración dentro de los cuarenta y 
cinco (45) días continuos siguientes al vencimiento del plazo 
previsto para la presentación del escrito. 

Plazo para el recurso contencioso 
Artículo 237. Si la persona natural o jurídica involucrada ha 
interpuesto el recurso de reconsideración a que se refiere el 
artículo anterior, sólo podrá acudir a la vía jurisdiccional, dentro 
de los cuarenta y cinco ( 45) días continuos siguientes a la 
notificación de la decisión que resuelva el recurso, o cuando 
éste no haya sido resuelto oportunamente en el plazo 
establecido en este Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley. 

Cómputo de términos 
Artículo 238. Los términos o plazos previstos en este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, se contarán a partir del día 
siguiente de las publicaciones o notificaciones. Si su 
vencimiento ocurre en un día no laborable, el acto se realizará 
el primer día laborable siguiente. 
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TÍTULO XI 
DE LOS MECANISMOS DE RESOLUCIÓN 

Capítulo I 
Régimen aplicable 

De la Inteivención, Rehabilitación y Liquidación 

Artículo 2~. La intervención, rehabilitación o liquidación de 
las instituciones del sector bancario; así como, la intervención o 
liquidación de las empresas relacionadas calificadas por la 
Superintendencia de las Instituciones del Sector Bancario, se 
efectuará de acuerdo con lo previsto en el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley. 

Exclusión del Atraso y de la Quiebra 
Artículo 240. Las instituciones del sector bancario, están 
excluidos del beneficio de atraso y del procedimiento de 
quiebra establecido en la Ley que regula la materia mercantil, y 
se rigen por el régimen especial de intervención, rehabilitación 
y liquidación previsto en este Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley. Ocurrida la intervención o la liquidación, de las 
instituciones del sector bancario y las empresas relacionadas, si 
las hubiere, podrán ser sometidas al mismo régimen especial de 
intervención o liquidación antes indicado. 

Suspensión de Acciones Judiciales 
Artículo 241. Durante el régimen de intervención, mientras 
dure el proceso de rehabilitación, y en la liquidación, queda 
suspendida toda medida preventiva o de ejecución contra la 
institución del sector bancario afectada, así como de las 
empresas relacionadas sometidas a los regímenes establecidos 
en este artículo; y no podrá intentarse ni continuarse ninguna 
acción de cobro, a menos que ella provenga de hechos 
posteriores a la intervención. 

Designación de administrador o juntas 
administradoras en regímenes 

administrativos especiales 
Artículo 242. El Superintendente o Superintendenta de las 
Instituciones del Sector Bancario, en el mismo acto 
administrativo donde acuerde cualquiera de las medidas 
previstas en este Título, designará un administrador o junta 
administradora, a quienes se conferirán las más amplias 
facultades de administración, control y vigilancia, incluyendo 
todas las atribuciones que la Ley o los estatutos confieren a la 
asamblea, a la junta administradora, al presidente y a los 
demás órganos de la institución sometida al régimen 
administrativo especial. La Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario determinará en normativa 
prudencial las obligaciones de la junta administradora y sus 
limitaciones. El régimen de intervención podrá acordarse con 
cese de la intermediación financiera de la institución que se 
trate. 

El administrador o junta administradora que se designe, según 
el caso, presentarán a la Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario, al Fondo de Protección Social de los 
Depósitos Bancarios y al Banco Central de Venezuela, cuantos 
informes se le requieran; no ostentarán la cualidad de 
funcionario público; y serán responsables de las actuaciones 
que realicen en uso de las atribuciones conferidas. Su 
remuneración será fijada por el Órgano Superior del Sistema 
Financiero Nacional, con cargo a las cuentas de la institución 
financiera o empresa que se trate. 

Audiencia 
Artículo 243. Para la adopción de las medidas a que se refiere 
el presente Título, se convocará previamente a una única 

1 

audiencia al Presidente o Presidenta o a la Junta Directiva o 
Administradora de la institución del sector bancario. Dentro de 
las cuarenta y ocho ( 48) horas siguientes de su celebración, el 
Superintendente o Superintendenta de las Instituciones del 
Sector Bancario acordará la medida correspondiente. 

Inhabilitaciones 
Artículo 244. No podrán ser administradores o 
administradoras o miembros de las juntas administradoras 
directores o directoras de las instituciones en intervención, 
rehabilitación o liquidación, quienes para el momento en que se 
adopte cualquiera de las medidas previstas en el presente 
Título, o durante los dos años anteriores a la misma, sean o 
hayan sido presidentes o presidentas, vicepresidentes o 
vicepresidentas, directores o directoras, consejeros o 
consejeras, asesores o asesoras, consultores o consultoras, 
gerentes de área y secretarios o secretarias de la junta 
directiva, o cargos similares, de las instituciones bajo regímenes 
administrativos especiales, ni sus respectivos cónyuges, ni sus 
parientes dentro del cuarto grado de cdnsanguinidad o segundo 
grado de afinidad. Tampoco podrán serlo, quienes tengan 
vínculo conyugal o parentesco dentro del cuarto grado de 
consanguinidad o segundo grado de afinidad, con el Presidente 
o Presidenta de la República, con el Vicepresidente Ejecutivo o 
Vicepresidenta Ejecutiva de la República, con el Ministro o 
Ministra con competencia en materia de Finanzas, con el 
Presidente o Presidenta del Banco Central de Venezuela, con el 
Presidente o Presidenta del Fondo de Protección Social de los 
Depósitos Bancarios, con el Presidente o Presidenta del ente de 
regulación del mercado de valores, el Superintendente o 
Superintendenta del sector seguros, el Superintendente o 
Superintendenta de la Actividad Bancaria y Financiera, con el 
Contralor o Contralora General de la República, con el o la Fiscal 
General de la República, con el Procurador o Procuradora 
General de la República, con el Presidente o Presidenta del 
Tribunal Supremo de Justicia, con los representantes de los 
gremios que agrupan a las instituciones del sector bancario o 
con algún miembro de la junta directiva de los citados sujetos. 

No estarán sujetas a la prohibición establecida en el 
encabezamiento de este artículo, las personas que hubieren 
sido designadas por los órganos competentes administradores o 
miembros de las juntas administradoras de las instituciones 
bancarias intervenidas, en rehabilitación o liquidación. 

Capítulo II 
De los Mecanismos Extraordinarios de Transferencia 

De los Mecanismos 
Extraordinarios de Transferencia 

Artículo 245. Cuando no hubiese sido efectiva la aplicaáón de 
las medidas a que se refiere el artículo 181 de este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, podrá seguidamente la 
Superintendencia de las Instituciones del Sector Bancario, 
previa opinión vinculante del Órgano Superior del Sistema 
Financiero Nacional, establecer mecanismos extraordinarios 
para que las instituciones del sector bancario, puedan realizar la 
transferencia total de sus activos y depósitos del público a las 
instituciones que hayan manifestado su interés en participar en 
dicho mecanismo. La Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario podrá solicitar la participación del Banco 
Central de Venezuela, para adoptar medidas tendentes a 
facilitar a las instituciones del sector bancario, su participación 
en el proceso extraordinario de transferencia. 

Efectos de los Mecanismos 
Extraordinarios de Transferencia 

Artículo 246. Realizado el mecanismo extraordinario de 
transferencia la Superintendencia de las Instituciones del Sector 
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Bancario acordará la liquidación de la institución del sector 
bancario de que se trate, dentro de los cinco (5) días hábiles 
bancarios siguientes a su aplicación. 

Capítulo III 
De la intervención 

De la Intervención 
Artículo 247. Son causales de intervención de una institución 
del sector bancario: 

l. La suspensión del pago de sus obligaciones; 

2. Incumplir durante la vigencia de las medidas 
administrativas con los compromisos asumidos en el plan 
de recuperación convenido o con lo dispuesto por la 
Superintendencia de las Instituciones del Sector Bancario. 

3. Cuando el capital social sea menos de la mitad del 
requerido para cada tipo de institución en los artículos 11, 
12, 13 y 14 del presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley; 

4. Pérdida o reducción de más del cincuenta por ciento 
(50%) del capital social; 

5. La no reposición del capital social exigido por la 
Superintendencia de las Instituciones del Sector Bancario; 

6. Cuando no sea posible la aplicación de los mecanismos de 
transferencia. 

7. Cuando las medidas administrativas impuestas no fueren 
suficientes para resolver las situaciones que las motivaron. 

Duración de la intervención 
Artículo 248. La intervención dispuesta con arreglo al artículo 
anterior tendrá una duración de noventa (90) días, prorrogables 
por una sola vez hasta por un período idéntico. Transcurrido 
dicho plazo se dictará la correspondiente resolución de 
disolución de la institución, iniciándose el respectivo proceso de 
liquidación. 

El régimen de intervención puede concluir antes de la 
finalización del plazo establecido en el párrafo anterior cuando 
el Superintendente o Superintendenta de las Instituciones del 
Sector Bancario lo considere conveniente. La respectiva 
Resolución deberá contar con la opinión vinculante del Órgano 
Superior del Sistema Financiero Nacional. 

Activos transferidos antes de la intervención 
Artículo 249. Si durante el proceso de intervención se 
estableciere que los activos de la institución del sector bancario 

de que se trate fueron transferidos a favor de terceras personas 
naturales o jurídicas de derecho privado, durante los ciento 
ochenta (180) días continuos inmediatos anteriores a la fecha 
de la declaratoria de intervención, el Superintendente o 
Superintendenta de las Instituciones del Sector Bancario, 
solicitará al juez o jueza competente que dicte las medidas 
cautelares que estime pertinentes al caso, sin perjuicio de que 
el Fondo de Protección Social de los Depósitos Bancarios 
procede de igual forma si detecta tal situación durante la fase 
de liquidación. Las medidas cautelares se mantendrán hasta 
que el juez o jueza establezca la legalidad y legitimidad de la 
operación. 

La Superintendencia de las Instituciones del Sector Bancario 
instruirá a los administradores de las instituciones del sector 

bancario que se encuentren sometidos a las medidas señaladas 
en el artículo 181 del presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley, o ante cualquiera de las causales previstas en el 
artículo 244 también del presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley, que soliciten autorización previa al ente de 
regulación para realizar cualquier transferencia de sus activos. 

Pago de depósitos sociales 
Artículo 250. El Presidente o Presidenta de la República podrá 
acordar, en fase de intervención de la institución bancaria, el 
pago total o parcial de los depósitos realizados en ella por cajas 
de ahorro, fondos de ahorro, fondos de previsión, institutos de 
previsión social, misiones, cooperativas, pequeñas y medianas 
empresas, empresas comunitarias, bancos comunales y 
similares, así como los depósitos efectuados por personas 
jubiladas, pensionadas o mayores de cincuenta y cinco años, a 
cuyos efectos le será consignado el correspondiente informe 
sobre la situación financiera de la institución bancaria de que se 
trate, en el cual se deberá indicar la disponibilidad o no de 
recursos por parte de la respectiva institución bancaria. 

Régimen de intervención 
Artículo 251. El regrmen administrativo especial de 
intervención previsto en este Título, consiste en mantener a la 
institución bancaria bajo la administración de un administrador 

o junta administradora designada por el Estado a través de la 
Superintendencia de las Instituciones del Sector Bancario, para 
garantizar que la institución conserve su giro comercial con el 
fin de que adecúe su actividad a las instrucciones impartidas 
por la Superintendencia de las Instituciones del Sector Bancario 
y supere la situación en la cual se encuentra. 

La Superintendencia de las Instituciones del Sector Bancario 
dictará normas prudenciales que regulen el proceso de 
intervención a fin de salvaguardar los derechos de los 
depositantes y agilizar la entrega de activos al Estado, en 
aquellos casos en los que corresponda, de acuerdo con lo 
establecido en el Título IX del presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley. 

Informe de la junta administradora 
Artículo 252. A los sesenta (60) días continuos contados a 
partir de la publicación en la Gaceta Oficial de la República 
Bolivariana de Venezuela de la Resolución de intervención, el 
administrador o administradora o junta administradora 
presentará a la Superintendencia de las Instituciones del Sector 
Bancario, un informe mediante el cual se sugiera la liquidación 
de la institución del sector bancario o persona jurídica 
vinculada, en caso contrario, recomendará su rehabilitación. La 
Superintendencia de las Instituciones del Sector Bancario, 
tendrá un lapso de diez días (10) hábiles siguientes a la 
presentación del informe respectivo, para determinar la 
aprobación del mismo. 

La ejecución del plan de rehabilitación se hará dentro del lapso 
establecido en el artículo 253 de este Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley, para el régimen de intervención y deberá 
cubrir, entre otras acciones, la reposición de las pérdidas 
existentes, el ajuste del capital social y las reformas estatutarias 
que fuesen pertinentes. Finalizado el lapso de intervención, o la 
única prórroga, sin que se hubiere presentado un plan de 
rehabilitación, la Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario con base en el informe presentado por el 
administrador o administradora o la junta administradora, debe 
acordar de inmediato la liquidación de la institución bancaria, 
previa opinión vinculante del Órgano Superior del Sistema 
Financiero Nacional. 
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Plan de rehabilitación 
Artículo 253. La rehabilitación es un plan de duración limitada 
que se aprueba dentro del régimen de intervención, 
encaminado a permitir que la institución del sector bancario o la 
persona jurídica vinculada que presente desviaciones en su 
funcionamiento, pueda continuar con su giro comercial normal 
mediante la aplicación de un conjunto coordinado de medidas 
de carácter administrativo y gerencial, conforme a lo previsto 
en el presente Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley. De 
aprobarse el plan de rehabilitación por la Superintendencia de 
las Instituciones del Sector Bancario, ésta lo aplicará de 
inmediato a la institución bancaria o persona jurídica vinculada 
de que se trate. 

A los fines de la rehabilitación, es requisito indispensable la 
convocatoria de la asamblea de accionistas de la institución 
bancaria o de la persona jurídica vinculada respectiva, por parte 
de los interventores, con el objeto de considerar el reintegro del 
capital perdido y enjugar las pérdidas acumuladas en su caso, 
debiendo manifestar cada accionista presente su decisión de 
cumplir con el reintegro y cobertura exigidos, de todo lo cual se 
dejará expresa constancia en el acta de la asamblea. 

En una asamblea posterior se decidirá que las acciones 
pertenecientes a los accionistas que hayan manifestado su 
voluntad de no reintegrar el capital perdido y cubrir las pérdidas 
acumuladas, al igual que las acciones de los socios que no 
hayan asistido a aquella asamblea, quedarán sin efecto; y, de 
conformidad con la normativa prudencial que la 
Superintendencia de las Instituciones del Sector Bancario dicte 
al efecto, se adelantará el proceso de participación de todos los 
interesados en el plan de rehabilitación de la institución. 

Acto público 
Artículo 254. El administrador o administradora o la junta 
administradora en eiercicio de las facultades de la Asamblea de 
Accionistas, convocará con quince ( 15) días continuos de 

anticipación a un acto público a todos los interesados en 
participar en la rehabilitación de la institución del sector 
bancario de que se trate, siguiendo para ello la normativa 
prudencial dictada en atención a lo expuesto en el artículo 
anterior. 

Si en el acto no se hubieren presentado interesados o 
interesadas en participar en dicho proceso, la Superintendencia 
de las Instituciones del Sector Bancario acordará la liquidación 
de la institución de que se trate. 

Los interesados o interesadas que participen en el acto público 
y acuerden invertir recursos en la institución bancaria en 
rehabilitación, adquirirán la cualidad de accionistas una vez 
evaluada la documentación que le sea requerida por la 
Superintendencia de las Instituciones del Sector Bancario y 
aquella a la cual hace referencia el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, y que es necesaria para la 
participación de los accionistas en las distintas instituciones del 
sector bancario. 

Nuevas acciones 
Artículo 255. Una vez cumplidos los extremos de Ley, el 
administrador o administradora o junta administradora 
convocarán a una Asamblea de Accionistas donde asistirán los 
interesados beneficiarios o interesadas beneficiarias del proceso 
en calidad de invitados y se emitirán nuevas acciones 
representativas del capital social de la institución bancaria que 
serán suscritas por los interesados beneficiarios o interesadas 
beneficiarias con lo cual adquirirán la cualidad de accionistas, 
siendo necesario que a su vez den cumplimiento a las demás 
formalidades legales. Las acciones de los anteriores accionistas 
serán nulas y no tendrán valor alguno. 

Vencido el plazo de ejecución del plan de rehabilitación Y 
cumplidos los objetivos, la Superintendencia de las In~ituciones 
del Sector Bancario levantará el régimen de intervencion. 

Otros supuestos 
Artículo 256. Cuando la Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario determine que las instituciones sometidas a 
su supervisión, estuvieren incursos en actividades que atenten 
contra el orden constitucional y estas constituyan un hecho 
público y notorio; o participen o apoyen, directa o 
indirectamente, actividades que atenten contra las actividades 
financieras o económicas de la República o de sus ciudadanos y 
ciudadanas, o que perturben la prestación del servicio público 
bancario, ordenará la inmediata separación del cargo de los 
miembros de la Junta Directiva y demás directivos de la 
institución, sin perjuicio de las sanciones penales y 
administrativas a que haya lugar, y aplicará la medida de 
intervención, conforme lo establecido en este Título. 

Capítulo IV 
De la liquidación administrativa 

Supue$tos de la liquidación 
Artículo 257. La liquidación administrativa procederá cuando 
sea acordada por la Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario, en los siguientes supuestos: 

1. Como consecuencia de la revocatoria de la autorización de 
funcionamiento. 

2. Si vencido el plazo de duración de funcionamiento de la 
institución bancaria, no se hubieren adoptado las medidas 
necesarias para que continuara con su giro comercial. 

3. Cuando en el proceso de intervención o rehabilitación ello 
se considere conveniente. 

4. Si resultare no ser procedente la disolución por decisión 
voluntaria de los accionistas. 

Medidas sobre los bienes de 
las personas naturales responsables 

Artículo 258. El Superintendente o Superintendenta de las 
Instituciones del Sector Bancario, previa a la declaratoria de 
liquidación no voluntaria de una institución del sector bancario 
en la que aparezcan indicios de fraude bancario o financiero, 
deberá solicitar al juez o jueza competente medidas cautelares 
sobre los bienes de las personas naturales identificadas en el 
artículo 185 de este Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
de la institución del sector bancario declarada en liquidación no 
voluntaria, que hayan participado en los actos o en la 
administración que sean objeto de los indicios. 

Prelación en el pago de las obligaciones 
Artículo 259. Cuando ocurra la liquidación de una institución 
bancaria, se pagarán sus obligaciones en el orden siguiente: 

l. Las acreencias de naturaleza laboral de los trabajadores y 
trabajadoras, así como de los jubilados y jubiladas de la 
institución bancaria sujeta a liquidación; las acreencias de 
las personas naturales mayores de cincuenta y cinco años 
y las acreencias de los pensionados por discapacidad, así 
como las acreencias a nombre de los niños, niñas y 
adolescentes y las acreencias cuyos titulares sean los 
consejos comunales. 
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2. Los títulos hipotecarios, los créditos hipotecarios y 
privilegiados, en el orden y con la preferencia que 
establezcan las leyes. 

3. Las cuentas de ahorro, y demás instrumentos financieros a 
la vista, así como los depósitos a plazos, pertenecientes a 
personas naturales y a personas jurídicas del sector 
privado. 

4. Los cheques de gerencia, cuyos titulares sean personas 
naturales y personas jurídicas del sector privado; así como 
las acreencias a favor de proveedores de bienes y servicios 
correspondientes a la institución bancaria de la que se 
trate. 

S. Las acreencias a favor del Fondo de Protección Social de 
los Depósitos Bancarios. 

6. Las acreencias a favor de los órganos y entes de la 
Administración Pública, y de las otras ramas del Poder 
Público 

7. Las acreencias a favor de las instituciones bancarias 
públicas y privadas. 

8. Las demás acreencias no incluidas en los numerales 
precedentes de este artículo. 

Cuando se trate de fideicomisos de carácter laboral, en los 
cuales la institución bancaria en proceso de liquidación 
administrativa actuaba como fiduciaria y no existan los recursos 
correspondientes en el respectivo fondo fiduciario, bien sea 
porque la institución bancaria fiduciaria no mantuvo dichos 
recursos separados de su patrimonio o porque dispuso de esos 
recursos sin el consentimiento de los beneficiarios o 
fideicomitentes respectivos, las acreencias existentes a favor de 
dichos fideicomitentes o beneficiarios, en contra de la 
institución bancaria fiduciaria, serán calificadas en el primer 
orden de prelación de pagos y la institución bancaria fiduciaria 
deberá registrar contablemente dichas acreencias como 
pasivos. 

Las obligaciones contraídas por una institución bancaria con 
posterioridad a la fecha de publicación en la Gaceta Oficial de la 
República Bolivariana de Venezuela de la resolución que acordó 
la respectiva medida de liquidación, no estarán sujetas a 
calificación y las mismas serán objeto de pago inmediato en la 
medida en que la disponibilidad de recursos así lo permita. 

Prelación para personas jurídicas vinculadas 
Artículo 260. Los recursos que se obtengan de la liquidación 
de una persona jurídica vinculada, se utilizarán para pagar sus 
obligaciones en el orden siguiente: 

l. Las acreencias de naturaleza laboral de los trabajadores y 
trabajadoras; y jubilados y jubilada~ de la persona jurídica 

vinculada sujeta a liquidación; las acreencias de las 
personas naturales mayores de cincuenta. y cinc~ años ~ 
las acreencias de los pensionados por d1scapac1dad, as1 
como las acreencias a nombre de los niños, niñas y 
adolescentes y las acreencias cuyos titulares sean los 
consejos comunales. 

2. Los créditos privilegiados, créditos hipotecarios, en el 
orden y con las preferencias que establezcan los Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley. 

3. Las acreencias a favor de los órganos y entes de la 
Administración Pública, y de las otras ramas del Poder 
Público. 

4. Las demás obligaciones no comprendidas en los numerales 
anteriores del presente artículo. 

Las obligaciones contraídas por una persona jurídica vinrulada, 
con posterioridad a la fecha de publicación en la Gaceta Oficial 
de la República Bolivariana de Venezuela de resolución que 
acordó la respectiva medida de liquidación, no estarán sujeta¡; a 
calificación y las mismas serán objeto de pago inmediato en la 
medida en que la disponibilidad de recursos así lo permita. 

Ente liquidador 
Artículo 261. La liquidación de las instituciones del sector 
bancario y de las personas jurídicas vinculadas, estará a cargo 
del Fondo de Protección Social de los Depósitos Bancarios. 

La liquidación de las instituciones del sector bancario y sus 
personas jurídicas vinculadas, no podrá exceder del plazo de 
dos años, contados a partir de la fecha de publicación en la 
Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela, de la 
resolución de liquidación respectiva. Dicho plazo podrá 
prorrogarse por períodos iguales, previa autorización del 
Ministerio con competencia en materia de finanzas. 

En aquellos casos en los que la institución del sector bancario 
solicite el cese de operaciones o la revocación de la autorización 
dé funcionamiento sin que exista medida de intervención en su 

contra, podrá efectuar por sí misma su liquidación bajo la 
supervisión de la Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario en cumplimiento del presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, y de los procedimientos que el 
ente de regulación establezca. 

El Fondo de Protección Social de los Depósitos Bancarios podrá 
actuar como fiduciario, cuando ello sea necesario a los fines de 
agilizar o culminar los procesos de liquidación de las 
instituciones bancarias y sus personas jurídicas vinculadas. 

Las instituciones bancarias o sus personas jurídicas vinruladas 
en proceso de liquidación, podrán compensar obligaciones con 
terceros cuando reúnan la condición de recíprocos deudores, 
sin limitación alguna en cuanto al orden de prelación de pago 
correspondiente a las obligaciones respectivas. 

Las carteras de créditos pertenecientes a las instituciones 
bancarias en proceso de liquidación y sus personas jurídicas 
vinculadas, que sean incobrables o se encuentren provisionadas 
en un cien por ciento (100%), podrán ser desincorporadas por 
los Coordinadores de los Procesos de Liquidación respectivos o 
por el Fondo de Protección Social de los Depósitos Bancarios. 

Funciones del ente liquidador 
Artículo 262. El Fondo de Protección Social de los Depósitos 
Bancarios, como ente liquidador, tendrá entre otras funciones 
las siguientes: 

l. Elaborar el Balance de Liquidación de la institución del 
sector ban~ario o persona jurídica vinculada en proceso de 
liquidación. 

2. Convocar a los acreedores a objeto de que presenten los 
recaudos que justifiquen sus acreencias. 

3. Calificar las acreencias en contra de la institución del 
sector bancario o persona jurídica vinculada en liquidación. 

4. Resolver recursos de reconsideración a través de su Junta 
Directiva, cuya decisión agotará la vía administrativa. 
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5. Pagar las obligaciones aprobadas, en el orden de prelación 
de pagos correspondiente, con los recursos disponibles de 
la masa de bienes en liquidación de la institución bancaria 
o persona jurídica vinculada, según sea el caso. 

6. Convocar a los titulares de las acreencias aprobadas 
correspondientes a las instituciones del sector bancario o 
personas jurídicas vinculadas, cuando se determine con 
posterioridad a la finalización del proceso de liquidación 
respectivo, la existencia de bienes pertenecientes a dichas 
instituciones bancarias o personas jurídicas vinculadas, a 
los fines de realizar el pago complementario a favor de 
tales acreedores, previa enajenación de los bienes. 

7. Repartir los haberes sociales entre los accionistas del ente 
fallido, luego de efectuado el pago a la totalidad de los 
acreedores. 

8. Participar al registro mercantil respectivo, el inicio y la 
finalización del proceso de liquidación de la institución 
bancaria o persona jurídica vinculada. 

9. Celebrar convenios de cooperación con entes públicos. 

10. Evaluar la cartera judicial de las instituciones del sector 
bancario y personas jurídicas vinculadas en proceso de 
liquidación y gestionar la resolución de los juicios ante la 
autoridad judicial competente. 

11. Actuar como fiduciario, cuando ello sea necesario a los 
fines de culminar el proceso de liquidación respectivo. 

12. Compensar obligaciones cuando entre la respectiva 
institución bancaria o persona jurídica vinculada en 
proceso de liquidación y terceros existan deudas 
recíprocas, líquidas y exigibles, sin limitación alguna 
respecto al orden de prelación de las obligaciones 
correspondientes. 

13. Colocar mensualmente a disposición de los acreedores de 
la institución del sector bancario o persona jurídica 
vinculada de la que se trate, información adecuada y 
actualizada sobre el estado y desarrollo del respectivo 
proceso de liquidación. 

14. Las demás que le atribuya la legislación vigente. 

La liquidación de los activos propiedad de las instituciones del 
sector bancario, así como de los activos pertenecientes a las 
personas jurídicas vinculadas, no podrá exceder del plazo de 
dos (02) años, prorrogable por períodos iguales con la previa 
autorización del Ministerio con competencia en materia de 
finanzas. 

Pago de las acreencias 
Artículo 263. Los recursos obtenidos de la enajenación de los 
activos que conforman la masa de bienes en liquidación, 
deberán ser destinados al pago de las obligaciones aprobadas, 
en el orden de prelación de pagos respectivo. 

Cuando los recursos correspondientes a la masa de bienes en 
liquidación, sean inferiores al monto total de las obligaciones 
aprobadas, las mismas serán pagadas a prorrata en forma 
porcentual, en el orden de prelación de pagos respectivo. 

Traspaso de activos y pasivos 
Artículo 264. La Junta Directiva del Fondo de Protección Social 
de los Depósitos Bancarios podrá aprobar el traspaso de activos 
así como de pasivos entre instituciones del sector bancario o 

personas jurídicas vincula~as en proc~.so de liquid.ació.~, cuando 
ello sea necesario a los fines de facilitar la culminac1on de los 
respectivos procesos de liquidación. 

Los traspasos de activos así como de los pasivos a que se 
refiere el presente artículo, serán efectuados sin 
contraprestación alguna. 

Efectos de la liquidación sobre las obligaciones 
Articulo 265. Las obligaciones contraídas por las instituciones 
bancarias o por las personas jurídicas vinculadas en proceso de 
liquidación se considerarán de plazo vencido, a partir de la 

fecha de publicación en la Gaceta Oficial de la República 
Bolivariana de Venezuela de la resolución de liquidación 
correspc:tndiente. 

Acceso a información 
Artículo 266. El Fondo de Protección Social de los Depósitos 
Bancarios tendrá acceso en todo momento y sin limitación, a 
los registros contables, archivos y documentación de cualquier 
índole de las instituciones bancarias y de las personas jurídicas 
vinculadas en proceso de liquidación. Cuando se trate de 
hechos que consten en documentos, libros, archivos u otros 
documentos que se encuentren en oficinas públicas, bancos, 
sociedades civiles o mercantiles, asociaciones gremiales o 
instituciones similares, el Fondo de Protección Social de los 
Depósitos Bancarios requerirá de ellas copia de los mismos. Las 
entidades mencionadas expedirán y remitirán con urgencia las 
copias requeridas, y no podrán rehusar hacerlo invocando 
causa de reserva. 

Medidas cautelares 
Artículo 267. Durante el proceso de liquidación administrativa, 
el presidente o presidenta del Fondo de Protección Social de los 
Depósitos Bancarios podrá solicitar a los Órganos 
Jurisdiccionales competentes que dicten las medidas cautelares 
necesarias y adecuadas para asegurar la eficacia de la 
protección social de los depósitos bancarios si existieren 
elementos de juicio suficientes para ello. 

Las medidas cautelares podrán ser modificadas o revocadas 
durante el proceso de liquidación, de oficio o a instancia del 
interesado, cuando hayan cambiado las circunstancias que 
justificaron su adopción. 

Erogaciones recuperables 
Artículo 268. A los efectos de este Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley, se entenderá por erogaciones recuperables a los 
pagos efectuados por el Fondo de Protección Social de los 
Depósitos Bancarios, con el objeto de sufragar los gastos de 
administración y gastos operativos correspondientes a las 

instituciones bancarias y sus personas jurídicas vinculadas en 
proceso de liquidación, incluyendo a los pagos realizados por 
ese Instituto por concepto de conservación, reparación, 
servicios públicos, mantenimiento y seguridad de los bienes 
muebles e inmuebles pertenecientes a dichas instituciones 
bancarias y sus personas jurídicas vinculadas, con el fin de 
preservar a los aludidos bienes hasta su enajenación. 

Las obligaciones que se originen con motivo de los pagos 
efectuados por el Fondo de Protección Social de los Depósitos 
Bancarios por concepto de erogaciones recuperables, no 
estarán sujetas a calificación y dichas obligaciones serán de 
pago inmediato en la medida en que la disponibilidad de los 
recursos existentes en la respectiva institución bancaria o 
persona jurídica vinculada, así lo permita. 
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Pago de acreencias con recursos del fondo 
Artículo 269. La Junta Directiva del Fondo de Protección Social 
qe los Depósitos Bancarios, con la previa opinión favorable del 
Organo Superior del Sistema Financiero Nacional, podrá 
aprobar el pago con recursos de ese Instituto, de las 
obligaciones previstas en los numerales 1, 3, 4 y 6 del artículo 
259 del presente Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, y 
que hayan sido aprobadas dentro de los procesos de 
calificación de obligaciones correspondientes. 

El Fondo de Protección Social de los Depósitos Bancarios 
quedará subrogado en el mismo orden de prelación de pagos 
que le corresponda a los acreedores en cuyo favor se efectuó el 
pago de las obligaciones a que se refiere el presente artículo. 

Notificación de extinción de personalidad jurídica de 
entes sin activos ni pasivos 

Artículo 270. En el caso de las instituciones bancarias en 
proceso de liquidación o personas jurídicas vinculadas en 
proceso de liquidación, que no tengan ni activos ni pasivos, la 
Junta Directiva del Fondo de Protección Social de los Depósitos 
Bancarios podrá aprobar la extinción de la personalidad jurídica 
de la institución bancaria o de la persona jurídica vinculada de 
la que se trate, a cuyos efectos el Presidente o Presidenta del 

Fondo de Protección Social de los Depósitos Bancarios 
notificará a la Oficina de Registro Mercantil competente de la 
decisión acordada por la Junta Directiva de dicho Instituto, y 
acompañará el correspondiente Balance de Liquidación. 

La notificación de extinción de personalidad jurídica a que se 
refiere el presente artículo contendrá únicamente la 
denominación social y los datos de inscripción de la institución 
bancaria o de la persona jurídica vinculada en proceso de 
liquidación. 

En el caso que se trate de varias instituciones bancarias o 
personas jurídicas vinculadas inscritas en una misma Oficina de 
Registro Mercantil, el Presidente o Presidenta del Fondo de 
Protección Social de los Depósitos Bancarios podrá efectuar la 
notificación de extinción de la personalidad jurídica, mediante 
un listado contentivo de las denominaciones sociales y los datos 
de inscripción correspondientes, acompañando los respectivos 
Balances de Liquidación. 

La Oficina de Registro Mercantil competente, una vez recibida 
la notificación de extinción de la personalidad jurídica de la 
institución bancaria o persona jurídica vinculada, efectuará la 
respectiva inscripción registra!. 

Adquisición de bienes a título oneroso 
Artículo 271. La Junta Directiva del Fondo de Protección Social 
de los Depósitos Bancarios a los fines de facilitar la culminación 
de los procesos de liquidación de las instituciones bancarias y 
sus personas jurídicas vinculadas, podrá aprobar la adquisición 
a titulo oneroso, por parte de ese Instituto, de los bienes 
pertenecientes a dichas instituciones bancarias y personas 
jurídicas vinculadas. 

A los efectos de la adquisición de los bienes a que se refiere el 
presente artículo, el Fondo de Protección Social de los 
Depósitos Bancarios podrá efectuar las modificaciones 
presupuestarias que sean necesarias, sin necesidad de 
autorización previa de la Oficina Nacional de Presupuesto. 

Informe del ente liquidador 
Artículo 272. El ente liquidador, en un plazo no mayor a 
sesenta (60) días contados a partir de la declaratoria de 
liquidación, procederá a emitir un informe sobre la situación 
financiera de la institución del sector bancario o compañía 

vinculada de que se trate, instrumento que constituirá la 
constancia legal de las obligaciones que se determinen en el 
mismo. Este informe deberá especificar, de haber lugar, indicios 
de actuaciones dolosas que pudieren haber ocasionado 
perjuicios patrimoniales a la institución del sector bancario. En 
este caso, aquellas personas naturales responsables 
identificadas en el artículo 185 del presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, responderán con sus patrimonios 
personales por los perjuicios ocasionados, para lo cual, en la 
misma fecha en que se expida el informe, el ente liquidador 
notificará su contenido al Ministerio Público para el inmediato 
inicio de las acciones que correspondan. 

Capítulo V 
De la emergencia financiera 

De la emergencia financiera 
Artículo 273. El Presidente o Presidenta de la República, en 
Consejo de Ministros, podrá declarar la emergencia financiera 
cuando el sector bancario nacional presente considerables 
problemas de pérdidas de capital, liquidez, solvencia e 
incumplimientos reiterados al presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, que afecten gravemente el normal 
funcionamiento del sistema de pagos, la estabilidad del sistema 
financiero nacional y la seguridad económica del país. 

Normativa extraordinaria 
Artículo 274. En el Decreto que se declare la emergencia 
financiera, se instruirá al Ministro o Ministra con competencia 
en materia de Finanzas a constituir la instancia superior de 
coordinación, que presidirá, a los fines de asumir las 
competencias de la Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario, en la cual estará representada el Banco Central 
de Venezuela, así como cualquier otro organismo que a juicio 

del Órgano Superior del Sistema Financiero Nacional, se estime 
conveniente. Dicha instancia, procederá de inmediato a dictar la 
normativa prudencial aplicable, la cual deberá aplicarse con 
preferencia, a las normas previstas en el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley o Leyes Especiales, mientras dure 
la emergencia financiera, con la finalidad de poder resolver la 
misma en el menor plazo posible, en aras del interés público en 
general. El Banco Central de Venezuela otorgará la asistencia 
crediticia necesaria para asegurar la estabilidad del sistema 
financiero, previa calificación por parte de la referida instancia 
de las instituciones identificadas por la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario. Previo el otorgamiento de la 
asistencia financiera prevista en este artículo, los 
administradores o administradoras y directores o directoras de 
las instituciones financieras deberán ser removidos o removidas 
y la mayoría accionaria de las instituciones financieras y de las 
empresas relacionadas, en la medida en que se determinen, 
deberá ser transferida en propiedad al Estado, por órgano del 
ente público que se designe al efecto. 

La Hacienda Pública Nacional entregará al Banco Central de 
Venezuela los recursos otorgados. A estos efectos, los recursos 
necesarios para asumir fiscalmente tal asistencia crediticia se 
entregarán al Banco Central de Venezuela mediante la 
asignación de los créditos correspondientes en el presupuesto 
del ejercicio fiscal siguiente al de aquél en el que dicha 
asistencia se otorgó; y en el caso de que la situación de las 
cuentas fiscales no permita la realización de esa asignación 
presupuestaria, la Asamblea Nacional autorizará una emisión 
especial de títulos de la deuda pública nacional, en condiciones 
de mercado y con un vencimiento que no excederá de cinco 
años, para ser entregados al Banco Central de Venezuela. 
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DISPOSICIONES DEROGATORIAS 

Primera. Se derogan las disposiciones de la Ley de 
Fideicomisos, publicada en la Gaceta Oficial de la República de 
Venezuela Nº 496 Extraordinario de fecha 17 de agosto de 
1956, que contravengan este Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley. 

Segunda. Se derogan todas las disposiciones de rango legal y 
sublegal que colidan con este Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley. 

Tercera. Se deroga el Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley de Reforma Parcial de la Ley de Instituciones del Sector 
Bancario, publicada en la Gaceta Oficial de la República 
Bolivariana de Venezuela Nº 39.627 del 02 de marzo de 2011. 

Cuarta. Para el ejercicio de Ja facultad supervisora y 
sancionatoria otorgada a la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario en atención a las extintas que 
ostenta el Banco Nacional de Vivienda y Hábitat, se deroga 
parcialmente el Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, del 
Régimen Prestacional de Vivienda y Hábitat publicado en la 
Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela 
Nº 39.945 del 15 de junio de 2012, en lo relativo al último 
aparte del artículo 9, numerales 8 y 23 del artículo 12, numeral 
8 del artículo 16, el artículo 88 y 90 en lo que se refiere al 
control, inspección, supervisión y potestad sancionatoria de la 
aplicación de la normativa contenida en el Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley del Régimen Prestacional de Vivienda y 
Hábitat en lo que se refiere al cumplimiento de las instituciones 
bancarias de la cartera dirigida hipotecaria. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

Primera. La Superintendencia de las Instituciones del Sector 
Bancario, podrá utilizar como abreviatura de su identificación la 
palabra "SUDEBAN", así como el logo que utilizó e identificó a 
la extinta Superintendencia de Bancos y Otras Instituciones 
Financieras. 

Segunda. Las instituciones del sector bancario autorizadas por 
la Superintendencia de las Instituciones del Sector Bancario, 
someterán a su consideración un plan para ajustarse al 

. presente Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, de ser el 

caso. Dicho plan será presentado dentro de los treinta días (30) 
continuos a partir de la publicación en la Gaceta Oficial de la 
República Bolivariana de Venezuela del presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley. 

Tercera. Aquellas instituciones que para la entrada en vigencia 
del presente Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, se 
encuentren en proceso de cesión de carteras de créditos por 
medidas de auxilio o asistencia financiera, intervención o 
liquidación dispondrán de ciento ochenta (180) días, para 
culminar el proceso de traslado. 

Cuarta. Se mantiene en tres por ciento (3%) el porcentaje 
mínimo de la cartera crediticia que las instituciones bancarias 
destinarán al otorgamiento de microcréditos o colocaciones en 
aquellas instituciones establecidas o por establecerse, que 
tengan por objeto crear, estimular, promover, y desarrollar el 
sistema microfinanciero y microempresarial del país, para 

atender la economía popular y alternativa, hasta tanto no se 
fije dicho porcentaje en la Ley respectiva. 

Quinta. La Unidad Nacional de Inteligencia Financiera, que 
depende actualmente de la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario, ejecutará sus actividades 
dentro de ésta, hasta tanto adecue su naturaleza jurídica 
conforme a lo establecido en la Ley Orgánica contra la 
Delincuencia Organizada y Financiamiento al Terrorismo e inicie 
operaciones formalmente. 

En ese sentido, la Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario a través de Ja Unidad Nacional de Inteligencia 
Financiera actualmente adscrita a este Organismo, podrá 
solicitar, recibir, analizar, archivar y transmitir a las autoridades 
de policía de investigación penal competentes y a los y las 
fiscales del Ministerio Público la información financiera que 
requieran para realizar sus investigaciones, así como los 
informes que se generen de los reportes de actividades 
sospechosas sobre la legitimación de capitales y el 

financiamiento al terrorismo que deben efectuar todas las 
instituciones del sector bancario y todos aquellos sujetos 
regidos por Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Leyes 
especiales sometidos a su control y aquellos organismos con los 
cuales se suscriban convenios para tal fin. 

Toda la información requerida por la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario a través de la Unidad Nacional 
de Inteligencia Financiera, tendrá carácter confidencial en los 
términos establecidos por el presente Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley. 

Sexta. El Fondo de Protección Social de los Depósitos 
Bancarios, podrá utilizar como abreviatura de su identificación 
la palabra "FOGADE", así como el logo que anteriormente 
utilizaba e identificaba al antes denominado Fondo de Garantía 
de Depósitos y Protección Bancaria. 

Séptima. Las disposiciones contenidas en el presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, serán aplicables a las 
instituciones bancarias y sus personas jurídicas vinculadas que 
para la entrada en vigencia de este Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley, no hayan culminado sus correspondientes 
procesos de liquidación administrativa. 

Octava. Las personas naturales y jurídicas titulares de 
instrumentos financieros amparados por el Fondo de Protección 
Social de los Depósitos Bancarios, existentes en las instituciones 
bancarias cuyas resoluciones de liquidación fueron publicadas 
en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela 
antes del 27 de noviembre de 2009 y que a la fecha de 
publicación en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de 
Venezuela del presente Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, no hayan hecho efectiva la garantía de depósitos, deberán 
solicitar el pago de dicha garantía al Fondo de Protección Social 
de los Depósitos Bancarios o al banco pagador respectivo, 
según sea el caso, dentro de un lapso de treinta (30) días 
continuos siguientes a la publicación en prensa del respectivo 
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aviso por parte del Fondo de Protección Social de los Depósitos 
Bancarios. Una vez transcurrido dicho plazo, quedará prescrito 
el derecho al cobro de la garantía de depósitos correspondiente 
a los aludidos instrumentos financieros por parte de las 
personas naturales y jurídicas a que se refiere la presente 
Disposición Transitoria. 

DISPOSICIONES FINALES 

Primera. Las instituciones financieras del poder comunal y 
popular constituidas bajo la legislación que regule dicha 
materia, estarán exceptuadas de la aplicación de las previsiones 
del presente Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley. 
Igualmente no le será aplicable al Banco de Desarrollo de la 
Mujer, C.A., el cual se regirá por lo que dispongan sus 
instrumentos de creación, en consecuencia no se encontrará 
bajo la supervisión y tutela de la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario. 

Segunda. El Banco Nacional de Vivienda y Hábitat estará bajo 
la supervisión, inspección, control, regulación y vigilancia de la 
Superintendencia de las Instituciones del Sector Bancario, 
tomando en consideración su naturaleza jurídica de acuerdo a 
lo previsto en la Ley Especial que lo rige. 

La Superintendencia de las Instituciones del Sector Bancario 
será el supervisor de las Instituciones Bancarias en lo que se 
refiere al cumplimiento del porcentaje a destinar de sus 
carteras de créditos a la cartera dirigida hipotecaria a la cual 
hace referencia el Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
del Régimen Prestacional de Vivienda y Hábitat; y aplicar las 
sanciones correspondientes al incumplimiento de tal obligación 
a través del procedimiento administrativo previsto en el 
presente Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley. 

Los supuestos sancionatorios y la sanción aplicable será aquella 
dispuesta en el numeral 7 del artículo 202 del presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley. El liquidador de las sanciones 

pecuniarias impuestas será el Ministerio del Poder Popular con 
competencia para las finanzas. 

Tercera. El presente Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
entrará en vigencia a partir de la fecha de su publicación en la 
Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela. 

Dado en Caracas, a los trece días del mes de noviembre de dos 
mil catorce. Años 204° de la Independencia, 155º de la 
Federación y 15º de la Revolución Bolivariana. 

Cúmplase, 
(L.S.) 

Refrendado 
El Vicepresidente Ejecutivo 
de la República 
(L.S.) 

JORGE ALBERTO ARREAZA MONTSERRAT 

Refrendado 
El Ministro del Poder Popular del 
Despacho de la Presidencia y Seguimiento 
de la Gestión de Gobierno 
(L.S.) 

Refrendado 
La Ministra del Poder Popular 
para Relaciones Interiores, 
Justicia y Paz 
(L.S.) 

Refrendado 
El Mm stro del Poder 
Popular para Relaciones Exteriores 
(L.S.) 

Refrendddo 
El M•nistro del Poder Popular 
de P1anif1cac1on 
(L.S.) 

Refrerdado 
El Mm1stro del Poder Popular 

CARLOS ALBERTO OSORIO ZAMBRANO 

CARMEN TERESA MELÉNDEZ RIVAS 

RAFAEL DARÍO RAMIREZ CARREÑO 

RICARDO JOSÉ MENÉNDEZ PRIETO 

para Economía, Finanzas y Banca Pública 
(L.S.) 

Refrendado 
El Ministro del Poder Popular 
para la Defensa 
(L.S.) 

Refrendado 
La Ministra del Poder Popular para 
el Comercio 
(L.S.) 

Refrerdado 
El Encargado del Ministerio del 
Poder Popular para Industrias 
(L.S.) 

Refrendado 
El M1n•stro del Poder Popular para 
el Turismo 
(L.S.) 

Refrendado 
El Ministro del Poder Popular 
para la Agricultura y Tierras 
(L.S.) 

Refrendado 
EL Ministro del Poder Popular para 

RODOLFO CLEMENTE MARCO TORRES 

VLADIMIR PADRINO LÓPEZ 

ISABEL CRISTINA DELGADO ARRIA 

JOSÉ DAVID CABELLO RO\JDÓN 

ANDRÉS GUILLERMO IZARRA GARCÍA 

JOSÉ LUÍS BERROTERÁN NUÑEZ 

Educación Universitaria. Ciencia y Tecnologia 
(L.S.) 

Refrendado 
El Mimstro dC'I PodC'r Popular para 
la Educación 
(L.S.) 

Refrendado 
La Ministra del Poder Popular para 
la Salud 
(l.S.) 

Refrendado 
El Ministro del Poder Popular para 
el Proceso Social de Trab~¡o 
(L.S.) 

MANUEL ÁNGEL FERNÁNDEZ MELÉNDEZ 

HÉCTOR VICENTE RODRÍGUEZ CASTRO 

NANCY EVARISTA PÉREZ SIERRA 

JESÚS RAFAEL MARTÍNEZ BARRIOS 
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Refrendado 
El Ministro del Poder Popular para 
Transporte Terrestre y Obras Publicas 
{L.S.) 

Refrendado 
El Ministro del Poder Popular para 
Transporte Acuático y Aéreo 
(L.S.) 

HAIMAN EL TROUDI DOUWARA 

GIUSEPPE ANGELO CARMELO YOFFREDA YORID 

Refrendado 
El Ministro del Poder Popular 
para Ecosoc1alismo, Hábitat y Vivienda. 
(L.S.J 

RICARDO ANTONIO MOLINA PEi;ALOZA 

Refrendado 
El M 1nostro del Poder Popular 
de Petróleo y Minend 
(L.S.) 

Refrendado 
La Ministra del Poder Popular para 
la Comun1cac1ón v la Información 
(L.S.) 

ASDRÚBAL JOSÉ CHÁVEZ JIMÉNEZ 

JACQUELINE COROMOTO FARIA PINEDA 

Refrendado 
El Ministro del Poder Popular para 
las Comunas y los Movimientos Sociales 
(L.S.) 

Refrendado 
El Ministro del Poder Popular para 
la Alimentac1on 
IL.S.) 

ELiAS JOSÉ JAUA MILANO 

YVÁN JOSÉ BELLO ROJAS 

.Refrendado 
El Ministro del Poder Popular para 
la Cultura 
(L.S.) 

Refrendado 
El Ministro del Poder Popular para 
la Juventud y el Deporte 
(L.S.) 

REINALDO ANTONIO ITURRIZA LÓPEZ 

ANTONIO ENRIQUE ÁLVAREZ CJSNEROS 

Refrendado 
La Ministra del Poder Popular para 
los Pueblos Indígenas 
{L.S.) 

Refrendado 
La Ministra del Poder Popular 
para· la Muier y la Igualdad de Género 
(L.S.) 

Refrendado 
El Ministro del Poder Popular 
para la Enerqia Electrica 
(L.S.) 

Refrenaado 
La Ministra del Poder Popular 
para el Serv1r10 Penitenciarto 
(L.S.) 

ALOHA JOSELYN NÚÑEZ GUTIÉRREZ 

ANDREiNA TARAZÓN BOLÍVAR 

JESSE ALONSO CHACÓN ESCAMILLO 

MARiA IRIS VARELA RANGEL 
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